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"Sobre el presente documento se elaboró una versión pública, de conformidad al Artículo 30 de la Ley de Acceso
ala Información Publica (LAIP), protegiendo los datos personales de las partes que intervinieron en el presente
proceso; así como dalos confidenciales, según lo establecido en el Artículo 6letras "a", T y, 24 de la LAIP

Defensorio
rjRi Consumidor

Consumidor
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Proveedor denunciado:

TRIBUNAL

SANCIONADOR

Fecha: 31/03/2023.

Hora: 09:19 a.m.

Lugar: San Salvador.

RESOLUCIÓN FINAL

I. INTERVINIENTES

Referencia: 4-2021.

EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE C.V.

H. HECHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES.

A En fecha 04/12/2019, el señor . interpuso su denuncia-fs. 1-, en

la cual, manifestó lo siguiente: "(...) en elmes de mayo de dos mil diecinueve contrató con elproveedor

lacompra de unprograma de idioma inglespor elque seacordó que secancelarían 12 cuotas de $24.00

cada una más una prima de $24.00. Es el caso que el proveedor enh-egó el material, pero para poder
accesar adicho servicio debía introducir una contraseña que elproveedor no le brindó correctamente,

por lo que presentó su reclamo al proveedor pero nunca le resolvieron su queja, por lo que dejó de
cancelar las cuotas pactadas. Agrega que posteriormente, comenzaron arealizarle gestiones de cobro
y en ese momento les manifestó el reclamo que poseía, por lo que le comunicaron al técnico para que
solventara elproblemapero es el caso que alafecha no se ha logrado acceder al servicio. Agrega que
en su contrato no se establece que se cancelará una sola cuota, no se detalla el nombre del producto
que se adquirió nisu valor" (SIC).

B. El día 11/12/2019 se inició la implementación de los medios alternos de solución de conflictos,
con el avenimiento de las partes mediante comunicación vía correo electrónico a la proveedora, de la
denuncia en su contra presentada por el consumidor, yse le concedió el plazo de 3días hábiles, contados
desde la recepción de la notificación para que pudiere ofrecer alternativas de solución, fs. 5-10. Y
posteriormente, en fecha 23/11/2020, el consumidor ratificó su denuncia ysolicitó la programación de
audiencias conciliatorias, fs. 11. Conforme al acta de resultado de la primera sesión de conciliación, se
dejó constancia de la suspensión de la misma por ^comparecencia de la proveedora, fs. 17. Al respecto,
se efectuó un nuevo señalamiento para desarrollar una segunda audiencia conciliatoria, no obstante, esta
última también se suspendió debido ala incomparecencia de la proveedora, según consta en el acta
respectiva, fs. 22.

En ese sentido, el Centro de Solución de Controversias -en adelante CSC-, remitió el expediente
conforme alo dispuesto en el artículo 112 inciso 2° de la Ley de Protección al Consumidor-en adelante
LPC-, ypresumió como cierto lo manifestado por el consumidor en su denuncia, recibiéndose en este
Tribunal en fecha 08/01/2021, fs. 24.

HI. PRETENSIÓN PARTICULAR.



El consumidor solicitó textualmente en el CSC: "(...) que: 1. Su caso sea tramitado por Medios

Alternos de Solución de Controversias de la Defensorio del Consumidor y 2. Que elproveedor dépor

terminado el contrato debido al incumplimiento del proveedor en laprestación del servicio, yaque al

no recibir lacontraseña correcta no ha logrado acceder alservicio ypide que sereintegre elvalor de

las cuotas canceladas más la prima. Por su parte el consumidor regresará alproveedor el material
completo yen buen estado, ya que no se ha utilizado. Todo lo anterior con base alos artículos 4literal
e), 24, 43 literal e); 143 incisofinal de la Ley de Protección al Consumidorylos artículos 71 y150 Ley
de Procedimientos Administrativos" (SIC).

IV. INFRACCIÓN ATRIBUIDA YELEMENTOS DE LA INFRACCIÓN.
Según se consignó en el auto de inicio, fs. 25-26, a la proveedora denunciada se le atribuye la

supuesta comisión de la infracción grave establecida en el artículo 43 letra e) de la LPC, que estipula:
"No (...) prestar los servicios en los términos contratados"; en relación al artículo 24 de la LPC: "Todos
los profesionales o instituciones que ofrezcan o presten servicios, están obligados a cumplir
estrictamente con lo ofrecido asus clientes. Las ofertas de servicios deberán establecerse en forma
clara, de tal manera que, según la naturaleza de la prestación, los mismos no den lugar adudas en
cuanto asu calidad, cantidad, precio, tasa otarifa ytiempo de cumplimiento, según corresponda".

Así, la LPC prevé una serie de obligaciones y prohibiciones dirigidas a los proveedores,
estableciendo una serie de infracciones administrativas en caso de incumplimientos por parte de los
mismos, entre las cuales se encuentra la contemplada en el artículo 43 letra e), el cual, literalmente,
prescribe que constituye una infracción grave: "no (...) prestar los servicios en los términos
contratados".

Por lo anterior, este Tribunal deberá analizar la concurrencia de los siguientes elementos: en primer
lugar, la existencia de una relación contractual; en segundo lugar, las condiciones en que se ofreció
el servicio, en cuanto acalidad ytiempo de cumplimiento, según corresponda; yen tercer lugar, la
existencia del incumplimiento por parte de la proveedora al no prestar los servidos en los términos
contratados por el consumidor, lo que, en caso de configurarse, daría lugar ala sanción presenta en el
artículo 46 del referido cuerpo de ley, siendo esta multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales
urbanos en la industria.

V.
CONTESTACIÓNDE LAPROVEEDORADENUNCIADA

E0ra„«a de audiencia , e> derecno de defensa de ,a sociedad ED.TOR.AL OCÉANO DE E
ALVADOR. S.A. DE C.V., pnes en ,a resoiucidn de inicio de es,= procedimiento, se eeonfir,

p.azo de die. Mbi.es contados ap^^r^^
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ese sentido, el referido auto, le fue comunicado a la proveedora a través de correo electrónico el día

05/07/2022, fs. 29.

Más adelante, por medio de la resolución de las nueve horas con cuarenta y cuatro minutos del día

17/08/2022, se ordenó abrir a pruebas este procedimiento, fs. 32; y de ello fue notificada la denunciada

en fecha 30/08/2022, nuevamente por medio de correo electrónico, fs. 35.

Así, mediante los actos de comunicación previamente relacionados, se garantizó a EDITORIAL

OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE C.V. el ejercicio de sus derechos de audiencia yde defensa,
confiriéndole laoportunidad de intervención enelpresente procedimiento sancionatorio para el efectivo

ejercicio de sus derechos de audiencia y defensa, pudiendo así manifestar su oposición por escrito,

expresar sus argumentos de defensa, formular alegaciones, o bien, presentar o proponer la práctica de

los medios probatorios que estimara conveniente, respetando los aspectos establecidos en los artículos

312y siguientes del Código Procesal Civil y Mercantil -en adelante CPCM-.

No obstante lo anterior, la proveedora denunciada no compareció en el procedimiento.
Consecuentemente, habiendo concluido el plazo para su intervención en el procedimiento sancionatorio

sin su comparecencia para ejercer su derecho de defensa, pese ala oportunidad procedimental conferida,
este Tribunal debe pronunciar la resolución final del mismo, sin la participación de la denunciada.

VI. VALORACIÓN DEPRUEBA/HECHOS PROBADOS

A. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y106 inciso 3o de la LPA, las pruebas oportunas,
pertinentes yconducentes aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme alas reglas de la
sana crítica; a excepción de la prueba documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de la
misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso
acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha
18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cuando la 'utilización' de
la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de
valoración denominado prueba tasada otarifa legal; es decir, en la prueba tasada otarifa legal, lo
que hace el legislador es proveer una de las máximas que deben integrarse al razonamiento probatorio
del juez, como la premisa mayor del silogismo fundamental sobre cada medio de prueba (. .) el
legislador señala una lista de medios depruebayacada una le asigna un determinadoypreciso valor
probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este caso, amparado en la seguridad jurídica el
oslador determina previamente la máxima de experiencia, aunque con distintafuerza dependiendo
de la prueba de que se trate". (Los resaltados son nuestros).

Dicho esto, el art. 106 inc. 6' de la LPA dispone: "Los documentos formalizados por los
^!!^!^^ en los que, observándose los requisitos



legales correspondientes serecojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo

que se acredite lo contrario ".

Además, el artículo 341 del CPCM determina el valor probatorio de los instrumentos, así: "Los

instrumentos públicos constituirán prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que

documenten; de lafecha ypersonas que intervienen en elmismo, asícomo delfedatario ofuncionario

que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha
sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó demostrada tras la
impugnación, los instrumentos se valorarán conforme alas reglas de la sana crítica". (Los resaltados

son nuestros).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho
común al establecer: Las actas mediante las cuales losfuncionarios de la Defensorio hagan constar las
actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y suficiente su
inexactitud ofalsedad. El mismo valor probatorio tendrán los informes yotros documentos que emitan
losfuncionarios yempleados de la Defensorio, en el ejercicio de susfunciones.

Así las cosas, para determinar los hechos probados relacionados con la comisión de la infracción
regulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, por no prestar los servicios en los términos contratados, se
seguirán las disposiciones citadas previamente.

B. En el presente caso, es menester señalar que el expediente fue certificado aeste Tribunal de
conformidad a la presunción legal establecida en el artículo 112 inciso 2o de la LPC, por lo que en
aplicación de dicha disposición se presumirá legalmente como cierto lo manifestado en la denuncia.

De conformidad con el artículo 414 del CPCM, las presunciones legales, conocidas como
presunciones turis tantum, son aquellas en razón de las cuales lo persono ala que favorezco quedará
dispensada de la prueba del hecho presunto al estarprobados los hechos en que se base.

Sin embargo, las mismas admiten prueba en contrario, yen ese caso lo acuidad probatoria se
podrá dirigir tanto ademostrar que los indicios probados inducen oun hecho distinto ooninguno,
como oefectuar lo contraprueba de dichos indicios paro establecer su inexistencia.

Jurídicamente, la presunción se define como aquel razonamiento en virtud del cual, partiendo de un
hecho que está probado oadmitido, se llega ala consecuencia de la existencia de otro hecho que es el
supuesto fáctico de una norma, atendiendo al nexo lógico existente entre los dos hechos.

Las presunciones son un método lógico para probar yestán compuestas estructuralmente de una
afirmación, hecho base oindicio, de una afirmación ohecho presumido yde un enlace. La afirmación
ibase oel hecho base -también conocido como indicio- recibe esta denominación porque es e, punto
deapoyodetodapresunción.Labasedelapresunciónpuedeestar constituida por uno ovanos m,tos,

lecistvoL



la afirmación presumida o el hecho presumido es una consecuencia que se deduce del hecho base o

indicio.

C. En el presente procedimiento sancionatorio, se incorporó prueba documental, de la cual este

Tribunal valorará únicamente la pertinente, conforme el orden y detalle siguiente:

i) Copia confrontada de "CONTRATO ES No. s32481", y constan al reverso del documento los

"TÉRMLNOS YCONDICIONES DE USO", los que estatuyen textualmente lo siguiente:

"(...) 1. No se reconocerá ningún acuerdo que no sea estipulado en este documento.

2. En productos de carácter digital, la presente suscripción describe los términos y condiciones

generales que regulan el uso de los contenidos y servicios que integran el sitio web

ara el aprendizaje del idioma inglés, que

Editorial OCÉANO de El Salvador, S.A de C. V., en adelante La Empresa, pone a disposición al
suscriptor contratante (en adelante Contratante).

3. Mientras no esté pagado el importe total del Material recibido, el Cliente se considera depositario
del mismo, no pudiendo disponer de élsin autorización de la Empresa.
4. La Empresa se reserva el derecho a modificar en cualquier momento y sin previo aviso la
presentación y configuración del sitio web, así como también las políticas de acceso, registración y
penalización de usuarios, servicios y contenidos.

5. El Contratante se compromete a:

a) Abstenerse de utilizar el sitio web ylos servicios confines oefectos ilícitos y/o Isesivos para los
derechos e intereses de terceros.

b) Usar los contenidos del sitio web para uso personal yno comercial; en consecuencia no podrá
publicar, licenciar, transformar, modificar, distribuir, divulgar, ceder ni vender los servicios y
contenidos del sitio web.

6. El Contratante es responsable de toda afirmación realizada, operaciones efectuadas y/o acto
ocurrido mediante el uso su nombre de usuario y contraseña dado que los mismos son de su
conocimiento exclusivo, comprometiéndose ano divulgarlosyanotificar inmediatamente cualquier
no autorizado de su registración.

7. El Softwareycontenido del sitio web (textos, gráficos, diseños, etc.) es de exclusivapropiedad de la
Empresa yse encuentraprotegido por disposiciones legales.
8. Para eluso y buenfuncionamiento del sitio web

es indispensableposeerotener acceso auna computadora deformapermanente, no de carácterpúblico
(no serecomiendan ciber cafés).

•>. El Co,ura,am acepu, aue mel cmo * ,oS ProdtK,oS míales, la calüaj de, smialo ave M*
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proveedor de internet lepudiera brindar) para acceder a todos los servicios del sitio web denominado

"JOIN English" o "EDUCATEKA", sin interrupciones, errores, defectos, grandes demoras e

imprecisiones (se sugiere un mínimo de ancho de banda de 3mb). Por loantes mencionado La Empresa

queda exentapor cualquier limitación, pérdida de datos, daño emergente, lucro cesante e imposiblidad

deacceso al sitioweb, susservicios y/o contenidos que el usuario pudiera experimentar.

10. Los programas de aprendizaje del idioma inglés, están diseñados para ser desarrollados por

personas mayores de 14 años.

11. La Empresa pone a disposición del Contratante, si asi lo considera oportuno, el servicio de
asesorías (clases) presenciales oen línea, como apoyo al desarrollo del contenido del materialfísico o
digital para el aprendizaje del idioma inglés. Dichas asesorías (clases) recomendadas para personas
mayores de 14 años serán impartidas bajo la responsabilidadde las Academias con las que mantenemos
alianza, las cuales tiene un costo adicional al que se detolla en elpresente yel Contratante podrá hacer
efectivos sus pagos mensuales para gozar del servicio, en las oficinas de las Academias autorizadas o
de La Empresa.

12. El Contratante podrá revocar el presente contrato en un máximo de quince días corridos después
de haberfirmado el presente contrato.

13. En caso de atraso de una de las cuotas se suspenderá el servicio de acceso (para el caso de las

suscripciones digitales) al sitio web ' os pagos
pueden realizarse a través de cuentas bancarias,

San Salvador (En cualquier caso solicitar comprobante de

pago).
14. El atraso de sus pagos a90 días dará derecho oLa Empresa aexigir el pago total de la deuda,
incluso por la víajudicial. El Contratante renuncia asu domicilio yse somete alajurisdicción que Lo
Empresa elija, quedándole en propiedad las cuotas pagadas por daños yperjuicios.
15. En caso de mora, el Saldo que se adeude aLa Empresa causará un interés moratoria legal.
16. Si El Contratante cambiare de domicilio estará obligado adar aviso inmediato aLa Empresa ", (fs.

3)' Por medio de la copia del citado documento, se acreditó la existencia de una relación contractual
entre la proveedora EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A DE C.V. yel consumidor

el objeto de la contratación, además, los términos ycondiciones de la misma.
• i • ' con los datos de¡i) Copia confrontada de tarjeta con el distintivo comercial

identificaciónsiguientes:CONTRATO:S32481,NOMBRE:
PLAN DE PAGO- 12 CUOTAS $24.00, junto contatouc^^
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empresa OCÉANO. Mediante el documento en mención se estableció la modalidad de pago en cuotas

(24) y de forma remota con la proveedora (fs. 4).

iii) Certificación del auto de remisión de las diligencias de medios alternos de solución de conflictos

seguidas en el Centro de Solución de Controversias (CSC), en la cual se consignó como la causal de

envío del expediente a esta instancia, la configuración del supuesto establecido en el artículo 112 inciso

2o de la LPC: "De no asistir el proveedor por segunda vez sin causa justificada, se presumirá

legalmente como cierto lo manifestado porel consumidor, haciéndolo constar en acta y se remitirá el

expediente al Tribunal Sancionador, para que se inicie el procedimiento que corresponda". Con la

referida certificación se estableció que la proveedora tuvo conocimiento de la denuncia interpuesta yde

la pretensión del consumidor, asimismo, que se le convocó en debida forma a las sesiones de

conciliación a las que no compareció, no obstante, no opuso una justificación para la inasistencia, de lo

cual, se puede concluir su conocimiento respecto de la imposibilidad de utilizar los servicios por el
consumidor, pese a lo cual, no ofreció ninguna alternativa de solución.

VÍÍ ANÁLISIS DE LA CONFIGURACIÓN DE LA INFRACCIÓN.
A. Concierne entonces en este punto, analizar si los hechos denunciados, se corresponden con la

infracción atribuida a la proveedora denunciada. Es decir, si concurren dentro de los elementos
denunciados los elementos de la infracción estipulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, que en el caso
de mérito es: "no (...) prestar los servicios en los términos contratados ".

En ese orden, es menester determinar si en el caso particular en estudio, se han configurado
plenamente los elementos principales de la infracción: a) la existencia de una relación contractual; b)
las condiciones en que se ofreció el servicio, en cuanto acalidad ytiempo de cumplimiento, según
corresponda; yc) la existencia del incumplimiento por parte delproveedor, al no prestar los servicios
en los términos contratados porel consumidor.

B. En concordancia con lo antes establecido, de los elementos probatorios que obran en el
expediente administrativo, se ha comprobado, mediante prueba directa, obien, indiciaría oindirecta:

/) La re/ación contractual existente entre el consumidor denunciante, señor
y la sociedad indiciada EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A DE C.V.,

mediante la copia confrontada del documento "CONTRATO ES No. s32481" (fs. 3).
/^/./V.w,/™^^

en el reverso de. contrato relacionado en el romanito i) (fs. 3). Por medio de. citado documento se
estableció que e. servicio contratado esencia.mente consistía en la enseñanza de. idioma ing.és mediante
plataformas virtuales alojada en los sitios web con url:

Z*^]^^^^ ingreso I



consistentes en nombre de usuario y contraseña de uso estrictamente personal indispensables para el

ingreso, además de la prestación de asesorías opcionales.

iii) El incumplimiento del proveedor en la prestación de los servicios en la modalidad convenida,

es decir, en cuanto a tiempo y forma, se estableció en la denuncia interpuesta (fs. 1), en la que se
consignó que "(...) el proveedor entregó el material, pero para poder accesar adicho servicio debía
introducir una contraseña que elproveedor no le brindó correctamente, por lo quepresentó su reclamo
alproveedorpero nunca le resolvieron su queja (...). Además, señaló que (...) comenzaron arealizarle
gestiones de cobro yen ese momento les manifestó el reclamo que poseía, por lo que le comunicaron al
técnico para que solventara el problema pero es el caso que ala fecha no se ha logrado acceder al
servicio (...)", yasí se acreditó la mora en la prestación de los servicios de enseñanza, debido a la
imposibilidad de acceso al medio señalado para el proceso de enseñanza, cuya modalidad es virtual y
así se pactó en el contrato de servicios suscrito: "2. En productos de carácter digital, la presente
suscripción describe los términos ycondiciones generales que regulan el uso de los contenidos y
servicios que integran el sitio web "
aprendizaje del idioma inglés, que Editorial OCÉANO de El Salvador, S.A de C.V., en adelante Lo
Empresa, pone adisposición al suscriptor contratante (en adelante Contratante) ".

Aunado alo anterior, consta en el documento contractual que la proveedora se irrogó la facultad de
"(...) modificar en cualquier momento ysin previo aviso la presentación yconfiguración del sitio web,
asi como también las políticos de acceso, registración y penalización de usuarios, servicios y
contenidos ", por lo tanto, más allá del evidente carácter abusivo de tal cláusula contractual, ella conlleva
expresamente la obligación de la proveedora de proveer yhabilitar las condiciones de acceso alas
plataformas de estudio. Así pues, de resultar imposible el acceso por la contraseña, únicamente la
proveedora tiene la posibilidad de restaurarlo oreemplazarlo.

iv) El procedimiento inició bajo la presunción legal del artículo 112 inciso 2° de la LPC: "(..) De
no asisto- el proveedor por segunda vez sin causo justificada, se presumirá legalmente como curto lo
manifestado por el consumidor, haciéndolo constar en acta yse remitirá el expediente al Tnbunal
Sancionador, para que se inicie el procedimiento que corresponda (...)»; presunción que en este
procedimiento la proveedora no desvirtuó mediante prueba en contrario.

Así se ha establecido en este procedimiento la existencia de una relación contractual
a,a denuncia, con el objeto de .a prestación del "CONTRATO ES No. s32481" consistente en la
r tación de servicios de mglés mediante plataformas virtuales alojada en los s.tios web con uíL

P panHp_j^iaÍJÍeb^^
Q^mÉ^^ de lo anterior, el Código^Civil (CC)
define el contrato como "una

cocción en vlrtudde la cual una„^^o^-^""^^
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otra u otras, o recíprocamente, a dar, hacer o no hacer alguna cosa" (artículo 1309 CC), consignando

que éstos son bilaterales: "cuando laspartes contratantes se obligan recíprocamente" (artículo 1310

CC) y que son principales: "cuando subsiste por sí mismo sin necesidad de otra convención "(artículo

1313 CC); además, define a las obligaciones civiles como: "aquellas que dan derecho para exigir su
cumplimiento" (artículo 1341 CC).

Así, para en el presente caso se concluye, siendo un contrato bilateral, a la obligación principal del
consumidor de pagar el las cuotas mensuales pactadas, correspondía la de la proveedora denuncia

que brindar acceso a las plataformas designadas para impartir la enseñanza del idioma inglés,
ello, conforme a lo establecido en el artículo 1416 CC: "Todo contrato legalmente celebrado es
obligatorio para los contratantes ysólo cesan sus efectos entre las partes por el consentimiento mutuo
de éstas opor causas legales ".

En ese orden, únicamente se acreditó el pago del precio por parte del consumidor mediante el
contrato suscrito y la entrega del material de apoyo, según constan los hechos narrados en la denuncia
(fs. 1y3), pero la proveedora no acreditó la prestación diferida de los servicios, ni la devolución de lo
pagado en defecto de lo anterior según la certificación del auto de remisión del expediente (fs. 24).

Aunado alo anterior, el presente procedimiento se inició bajo la presunción regulada en el artículo
112 inciso 2o de la LPC, consistente en que los hechos expresamente manifestados por el consumidor
en su denuncia se presumen ciertos; por tanto, le correspondía ala proveedora denunciada comprobar
que efectivamente prestó los servicios contratados por el consumidor, oen su defecto, comprobar que
dichos servicios no fueron brindados en los términos acordados por causas ajenas asu voluntad yque
le eximieran de responsabilidad frente respecto de los hechos denunciados. No obstante, la sociedad
proveedora EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A DE C.V. no presentó ningún tipo de
prueba que reuniera dichas características, pese abrindársele la oportunidad de aportar los elementos de
prueba pertinentes que justificaran su omisión, obien, la existencia de una causa válida que lo exima de
la obligación contractual adquirida, ydesvirtuar así, la presunción del artículo 112 inciso Tde la LPC

En congruencia con lo expuesto, se advierte que, en el caso particular, dada la presunción del
artículo 112 inciso 2° de la LPC yla insuficiente actividad probatoria de la proveedora EDITORIAL
OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A DE C.V., este Tribunal determinó que existe responsabilidad de
arefenda proveedora por e, cometimiento de ,a infracción que se ,e imputa, pues se acreditó

fehacientemente en este procedimiento «a concurrencia de los Cementos de ,a infracción establecida en
e articulo 43 letra e) de ,a LPC por "no (...) prestar los serv¡dos e„ hg ^ ,_^,._
Roñados en e, romano IV de la presente resolución, ergo, se configura plenamente ,a citada
2 c.0. yPor lo tanto, resulta procedente imponer ,a sanción conforme e, artículo 46 de ,a ley antes



Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de culpabilidad,

asi:

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la Constitución que prescribe:
«[tjoda persona a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su
culpabilidad conforme a la ley y en juicio público, en el que se le aseguren todas las garantías
necesarias para su defensa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en el
administrativo sancionador (sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce horas

del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia
administrativa sancionadora ha expresado que «[ej'l principio de culpabilidad en esta materia supone
el destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, yrescata la operatividad de dolo yla
culpa como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce lo máxima de una responsabilidad
personal por hechos propios, yde forma correlativo un deber procesal de la Administración de
evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es
decir, que se veda lo posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón
del resultado producido» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte
minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de la sub-categorías ocorolarios del principio de culpabilidad, es la
responsabilidad por el hecho oresponsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina
administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer aqu.en en
forma dolosa oculposa ha participado en los hechos que configuran una acción ilícita; así lo expone
Nieto al referir que «[ejl gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellos
[personas] que han participado deforma dolosa oculposo en los hechos constitutivos de infracción
Por lo tonto, no es posible exigir responsabilidad por lo sola existencia de un vínculo personal con el
actorolasimpietitularidaddelacosaoactividadencuyomarc^
de individualización de la sanción supone un veto ala responsabilidad objetiva» [Nieto, Alejandro,
Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid. Editona! Tecnos,
»329 20111 En este orden, conforme a. principio de culpabilidad solamente responde el administrado

or sus acto propios, de este modo, se repele .a posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o
d en la simple re.ación causal independiente de la voluntad del autor. En congruencia con o

p!t en el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse c. principio de culpab, .dad de
:_ que el elemento indispensable para sancionar un = ^ — ^
Lresp^abi^^ *" -P^^^^H
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Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, a las catorce horas cincuenta y uno minutos del

24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunal

considera necesario analizar si el mismo ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia. Por tanto, la

existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la configuración de la conducta

sancionable.

Ahora bien, en el presente caso ha quedado establecido el cometimiento de la infracción de manera

culposa por parte de la proveedora, pues éste no atendió con la debida diligencia su negocio,
incumpliendo su obligación como comerciante de cumplir con las obligaciones contractuales adquiridas,
en armonía con las disposiciones y prohibiciones contenidas en la LPC.

VIII. PARÁMETROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció la comisión de la infracción grave
contenida en el artículo 43 letra e) de la LPC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos salarios

mínimos mensuales urbanos en la industria —artículo 46 de la LPC—; por ello, es facultad de este
Tribunal determinar la sanción y cuantificar la multa que corresponda, a la luz de los parámetros
establecidos en la LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable.

Así, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo estos:
tamaño de la empresa, el impacto en los derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado o
grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de
intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción uomisión, cobro indebido realizado
y las circunstancias en que ésta se cometa, según sea el caso.

Acontinuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:
a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección yDesarrollo de la Micro yPequeña Empresa (ley Mype) en
su artículo 3define alas micro ypequeñas empresas de la siguiente manera: "Microempresa: Persona
natural ojurídica que opera en los diversos sectores de la economía, através de una unidad económica
con un nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantíayhasta
10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural ojurídica que opera en los diversos sectores de
la economía, através de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a482y
hasta 4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantíaycon un máximo de 50 trabajadores"
ED,TORtt Z '" IeCtUra del 6XPedÍente admÍ,1¡Strat¡V°< «10 es I"»* -ajar . ,a proveedoraEDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE C.V. en ninguna de las categorías antes citadas
*^^^^ para efectuar dicho cá.culo pesi
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a haberse solicitado con anterioridad según consta en la resolución de inicio del procedimiento

sancionatorio de mérito (fs. 25-26). Es decir, en el presente procedimiento administrativo sancionador

la proveedora infractora ha mostrado una conducta procesal que evidencia el incumplimiento de su deber

a prestar la colaboración que le es requerida para el buen desarrollo de los procedimientos (art. 17
numeral 5o de la LPA), por haber omitido presentar la información solicitada por esta autoridad

sancionadora, a efectos de establecer la capacidad económica que tiene para asumir la multa.

No obstante, pese aque este Tribunal se ve impedido de computar yclasificar ala proveedora según
los parámetros establecidos en el artículo 3de la Ley MYPE, siempre debe cumplir su deber de resolver
conforme alos principios que rigen el ius puniendi; por tanto, deberá hacer el cálculo de la sanción que
corresponda ala infracción, sin obviar que EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE
C.V., es una persona jurídica y que esa condición es relevante, pues por mandato legal está
especialmente constreñida al cumplimiento de obligaciones específicas para los comerciantes sociales,
como las tributarias y las relacionadas a sus estados financieros, lo cual, pone de manifiesto la
vinculación existente entre las obligaciones jurídicas de la proveedora y la documentación que le fue

requerida pero omitiópresentar.

Por lo tanto, de conformidad a los principios que rigen el ius puniendi, se realizará una
interpretación pro administrado, yúnicamente para los efectos de la cuantificación de la multa, este
Tribunal considerará a la sociedad EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE C.V.,
como una microempresa, con el objeto de conservar el equilibrio entre la finalidad disuasoria de la
sanción pecuniaria yel principio de proporcionalidad de dicha medida.

b. Grado de intencionalidad del infractor.
Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión ala norma haya sido querida ose deba a
imprudencia onegligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una
condición para la configuración de la conducta sancionable.

Así en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido através de sus resoluciones, conforme a
lo dispuesto en el artículo 40 inciso 2° de la LPC, que las infracciones administrativas son sanc.onab.es
aun a título de simple negligencia odescuido.

Por otra parte, de conforntidad alo dispuesto en el articulo 42 inc. Tdel Código C.vd, según el
cual- -Cu,Pa leve (...) es la faUa * aaueUa M¡gencia yaalUa aue U» nafres e,nPlean

cul- yalo señalado en el articulo 947 del Cddigo de Conrerco, re.at.vo aoue. La, abl,gac,o
nlaL^^^
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En tal sentido, respecto de la infracción al artículo 43 letra e) de la LPC, consistente en "No (...)
prestar los servicios en los términos contratados", con relación a la obligación descrita en el artículo

24 de la misma ley: "Todos los profesionales o instituciones que ofrezcan opresten servicios, están

obligados a cumplir estrictamente con lo ofrecido a sus clientes", la denunciada estaba obligada a

cumplir con lo establecido en el referido artículo. Al respecto, del análisis de los hechos y
documentación agregada al expediente, quedó evidenciada una actuación negligente por parte de la
proveedora, por no haber dado cumplimiento a su obligación contractual, o en todo caso, demostrar
fehacientemente lacausa que laexime del cumplimiento de lamisma.

c. Grado departicipación en la acción u omisión.

Apartir de un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de
participación en la comisión de la infracción de la proveedora es directa e individual, pues se acreditó
que la sociedad EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE C.V. incumplió con las
obligaciones contractuales adquiridas. Yes que en este procedimiento no logró acreditarse la existencia
de una causa legítima que la eximiera de su responsabilidad de prestar los servicios, según se
comprometió contractualmente.

d. Impacto en los derechos del consumidorynaturaleza delperjuicio ocasionado.
Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de lo Constitucional en la sentencia de

inconstitucionalidad de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de los factores de
dosimetría punitiva lo constituye: "(...) el beneficio que, si acaso, obtiene el infractor con el hecho"
Conforme aello, en el presente procedimiento se logró evidenciar que la proveedora denunciada
efectivamente, recibió un primer pago acuenta de los servicios contratados consistente en una suma
indeterminada de parte del consumidor

en concepto de prima y
posiblemente, cotas canceladas, yde esa manera cumplió acabalidad sus obligaciones derivadas del
contrato de servicios celebrado, cuya causa era 1. enseñanza virtual del idioma inglés

No obstante, debido aque tales servicios nunca fueron suministrados, se ocasionó tm impacto
negativo en el patrimonio del consumidor afectado en el presente procedimiento.

*™°^¡»m^«o*«<Kata,ersegrtdamnlaimposMnd*l*¡llnCUn
Mediante ,a imposición de la sanción -multa-, este Tribunal Sancionador pretende causar un

efecto d.suas.vo en el accionar de 1. infractora ED1TOR.AL OCÉANO DE EL SALVADOR SADE
^^^^^^cció^eaerta en e, ariieulo 43 letra e) de ,a LPC, con el fin de evitar
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futuras conductas prohibidas en detrimento de los consumidores yque adopte las medidas necesarias a
efecto de dar cumplimiento alas obligaciones que le impone la LPC. Yes que, como proveedora que se
dedica ala comercialización de diversos servicios de enseñanza, se encuentra en la obligación de cumplir
con todas las obligaciones contractuales adquiridas en virtud de sus actividades económicas
desarrolladas. Yen caso contrario, acreditar en debida forma una causajustificante del incumplimiento
de lo pactado, situación que no ocurrió en el presente procedimiento

IX
DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN YCUANTIEICACIÓN DE LA MULTA

Conforme alo expuesto en el romano VII de la presente resolución, la proveedora EDITORIAL
OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A DE C.V. cometió la infracción establecida en el artículo 43 letra
e) de la LPC; por tanto, en uso de la sana crítica -artículo 146 inc. 4° de la LPC- yhabiendo
considerado los elementos del artículo 49 de la LPC, procede arealizar el cálculo de la multa aimponer

al mismo.

De acuerdo al artículo 46 de la LPC, las infracciones calificadas como graves se sancionarán con
multa hasta de 200 salarios mínimos mensuales urbanos en la industria. La proveedora denunciada es
apersonajurídica cuya capacidad económica, por presunción, para efectos de este procedimiento, es
la de una microempresa.

Por otra parte, es importante señalar que las sanciones en materia de consumo tienen doble finalidad:
por un lado, corregir al que ha realizado la práctica ilegal y, por otro, evitar que se sigan cometiendo
conductas prohibidas en detrimento de los consumidores (carácter disuasivo de la sanción).

En ese orden, en el presente caso, se debe tomar en cuenta que el grado de intencionalidad de la
conducta cometida fue negligencia (ya que para el caso no se acreditó el dolo en la infracción coñuda)
yque la afectación ocasionada al patrimonio de. consumidor se estima, como mínimo, en la cantidad de
$24.00 dólares. , .,., ,

Por todo lo anterior, considerando los principios de disuasión, proporcional^ yrazonan,Itdaque
deben sustentar la imposición de ,a sanción, ademas de cumplir con el propósito de la fina a
perseguida por el legtslador con ,a misma, este Tnbuna, considera que el monto nnmmo base que
mía im oner pod la llegar atener es ,a suma de las cantidades sufragadas por e, cousmmdor acuenta
Iota ode s,vicios no prestados, cuyo monto no fue establecido en este procedimrento, esto por
lllr impo* sancionar a,a proveedora por una suma menor que ,a cantidad a,a que ascende la
afectación económica ocasionada al consumidor.

de servicios, , e, grado de in.enconalidad con el que procedto el mfiacto, ,



desarrollados enelapartado VIH.deestaresolución—, esteTribunal impone a lasociedad EDITORIAL

OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A. DE C.V., por el cometimiento de la infracción estipulada en el
artículo 43 letra e) de laLPC, específicamente por lacomisión de la conducta consistente en: "No (...)

prestar los servicios en los términos contratados", una multa de unsalario mínimo mensual urbano en

la industria con quince días de salario mínimo, equivalentes a la cantidad de CUATROCIENTOS

CINCUENTA Y CUATRO DÓLARES CON DIECISIETE CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS
ESTADOS UNDDOS DE AMÉRICA ($454.17).

X. REPOSICIÓN DE LASITUACIÓN ALTERADA

El consumidor solicitó en su denuncia que, "(...) Que elproveedor dé por terminado el contrato
debido al incumplimiento delproveedor en laprestación del servicio, ya que al no recibir la contraseña
correcta no ha logrado acceder al servicio ypide que se reintegre el valor de las cuotas canceladas
más la prima ".

En virtud de lo anterior, es importante mencionar lo siguiente:

A. Concerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta infractora, la letra e) de.
artículo 83 de la LPC, expresamente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal se encuentra:
"(...) c) Ordenar al infractor, en los casos de afectación aintereses individuales, colectivos odifusos,
¡a reposición de la situación alterada por la infracción, asu estado original. Entre las medidas para
lograr la reposición de la situación alterada podrán ordenarse, la sustitución del bien; la devolución
de lo cobrado indebidamente ola rebaja delprecio (...) ".

B. Siguiendo el mismo orden de ideas, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia
por medio de sentencia definitiva pronunciada en el proceso de amparo referencia 111 -2002, señaló que
-La restitución de las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, no debe entenderse
umcamente desde elpunto de vistafísico, sino desde unaperspectivajurídica-patrimonial, como efecto
directo de lasentencia estimatoria".

En e, mismo sentido, 1, Sala en mención, en ,a sentencia defmitlva dictada en el proceso de amparo
referencia 73-2000, afirma que: ••reconoCda ,a esencia de un agra„o en la esferaJardea de,
demande, la consecuencia lóg,ca es repara, el daño, restando las cosas al estada en qm se
encongan an.es de ,a ejecución de, oca v,oW,o *derecUos , A8rega que las sentencias pueden
tener d.stmto carácter, dependiendo del soporte jurídico yfáctieo de la pretensión

De ,gua, fo,™, la SCA, por medio de ,a sentencia definit.va pronunciada alas diez ñoras treinta
mmntos e, d.ecmueve de mayo de, ano dos mi, „e„„, en ., proceso referencia 130-2006, afirmó

Oieto de anormativa de consumo Itace referencia a,„ protección de los dereolros de los onsumi oe
~;—-—• — ,cridad .uridica en 1, relacones de consumo c,2
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En respeto al principio de legalidad ycon la finalidad de darle cumplimiento al artículo 101 de la
Constitución yalos principios ydirectrices de las Naciones Unidas para la protección del consumidor,
aque ante los hechos acaecidos apartir de la fecha de entrada en vigencia de la LPC reformada, yante
una eventual resolución definitiva estimatoria a la pretensión de los consumidores, este Tribunal está
obligado por ley aordenar la reposición de la situación alterada por la infracción, según lo dispuesto en
el artículo 83 letra c) de la LPC.

C Conforme a lo anterior, es procedente ordenar la reposición de la situación alterada de
conformidad ala pretensión del consumidor, la cual consiste en la recisión del contrato celebrado yla
devolución de los importes pagados por los servicios que no se recibieron asatisfacción, según se citó
en el parágrafo inicial de este apartado.

Por consiguiente, yen virtud de lo antes expuesto, este Tribunal considera procedente ordenar ala
proveedora EDITORIAL OCÉANO DE EL SALVADOR, S.A DE C.V., que restablezca la situación
alterada, dejando sin efecto el contrato celebrado entre el consumidor y la denunciada, y por
consiguiente, cese de exigir el complimiento de las obligaciones pecuniarias derivadas del mismo.
Adicionalmentc, deberá efectuar la devolución inmediata del dinero cancelado por los servicios que no
fueron recibidos asatisfacción del consumidor, los cuales corresponden al valor de la prima ylas cuotas

. _ imoorte que será determinado por los
que haya erogado el señor v M

intervinientes.

XI. DECISIÓN

Por tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto ycon fundamento en los artículos 11, 14, 101
inciso Tde la Constitución de la República; 43 letra e), 46,49, 83 letra b), i12 inc. 2», 144 ysiguientes
de la LPC' y3,78 inciso tercero, 139 y154 de la LPA, este Tribunal RESUELVE:

„, Saínese aI» proveedora EDLTOHLAL OCÉANO DE EL SALVADOR. S.A. DE CK con la
cantidad de CUATROCIENTOS CRUENTA YCUATRO DÓLARES CON DIECISIETE
CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($454.17), equivalentes a
„„ salarlo +*m — arUna en la indaslrla con aulaee días de salarlo ndnana -DE. 6
del 21/12/20,7, publicado en e, D.O. N°240, tomo 4,7 de, 22/12*017- en conato«por

dentro de ,0, diez días hábiles silentes a. de la rito* la Secretaría de
comprobar aeste Tribuna, su ^^**M^^^^t
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este Tribunal certificará la presente resolución para ser remitida a la Fiscalía General de la

República para su ejecución forzosa.

h) Ordénese a la proveedora EDITORIAL OCÉANO DE EL SAL VADOR, S.A. DE C. V, dejar
sin efecto el contrato celebrado entre el consumidor y la denunciada, ypor consiguiente, cese de exigir
el complimiento de las obligaciones pecuniarias derivadas del mismo; y, proceda a efectuar la

devolución inmediata del dinero cancelado por los servicios no recibidos asatisfacción del consumidor,
que corresponden alvalor de la prima y cuotas que haya erogado el señor.

en la cuantía quesea determinada por los intervinientes.

c) Nolifiquese.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSO

Recurso procedente de
conformidad al artículo 132 y
133 de la Ley de Procedimientos
Administrativos:

Reconsideración

Lugar de presentación: Oficinas
Escalón, San Salvador.

Plazo para interponerlo: 10 días hábiles contados a partir del día
siguiente a la notificación de lapresente resolución.

ribunal Sancionador, 7a. Calle Poniente yPasaje "D" #5143, Colonia

Autoridad competente: Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidoi

José Leoisick Castro
Presidente
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